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S E N T E N C I A 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

I. 

El 18 de mayo de 2016 la Policía del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico emitió y notificó una determinación mediante la 

cual revocó al señor Edwin Colón Pizarro su licencia de portación 

de armas y permisos.  El señor Colón Pizarro mediante Moción de 

Reconsideración solicitó se revisara la decisión tomada y se le 

devolviera la licencia de armas y tiro al blanco. Pasado 15 días sin 

que la Agencia considerara la Moción de Reconsideración y aun 

insatisfecho, el  21 de julio de 2016 Colón Pizarro acudió ante nos 

mediante recurso de Revisión Judicial. 

Examinada la Resolución impugnada y en el ejercicio de la 

facultad discrecional que nos concede la Regla 7(B)(5) de nuestro 

Reglamento, disponemos de la presente controversia prescindiendo 

de todo trámite ulterior.1 

                                                 
1 La Regla 7(B)(5) dispone: 

El Tribunal de Apelaciones tendrá la facultad para prescindir de términos no 
jurisdiccionales, escritos, notificaciones o procedimientos específicos en 

cualquier caso ante su consideración, con el propósito de lograr su más justo y 
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II. 

En materia de revisión judicial sobre órdenes o resoluciones 

administrativas, es claro el estándar de revisión y la deferencia que 

habremos de concederle a las agencias. Ello así, debido a que las 

Agencias e Instrumentalidades Administrativas poseen una vasta 

experiencia y el conocimiento especializado en los asuntos que 

atienden.2 Por ende, es limitada nuestra intervención como 

revisores judiciales de una decisión administrativa. Sólo 

determinamos si la actuación administrativa fue una razonable y 

cónsona con el propósito legislativo o si por el contrario fue 

irrazonable, ilegal o medió abuso de discreción. 3Al enfrentarnos a 

una petición para revisar una determinación administrativa, 

analizamos si conforme al expediente administrativo: 1) el remedio 

concedido fue razonable; 2) las determinaciones de hechos están 

razonablemente sostenidas por la prueba y; 3) las conclusiones de 

derecho del organismo administrativo son correctas.4   Según la 

sección 4.5 de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme 

(“LPAU”), 5 “[l]as determinaciones de hechos de las decisiones de 

las agencias serán sostenidas por el tribunal, si se basan en 

evidencia sustancial que obra en el expediente administrativo. Las 

conclusiones de derecho serán revisables en todos sus aspectos 

por el Tribunal.” Para el Profesor Demetrio Fernández Quiñones, 

las tres áreas dentro del alcance de la revisión judicial de estas 

actuaciones administrativas son: (1) concesión del remedio 

apropiado, (2) revisión de las determinaciones de hecho conforme 

al criterio de la evidencia sustancial y (3) revisión completa y 

                                                                                                                                     
eficiente despacho y proveer el más amplio acceso al tribunal, de forma que no 

se impida impartir justicia apelativa a los ciudadanos. 4 LPRA Ap. XXII-B, R.7. 
2 Pacheco v. Estancias de Yauco, 160 DPR 409, 432 (2003); Rivera Concepción v. 
ARPE, 152 DPR 116, 122 (2000). 
3 Mun. de San Juan v. JCA, 149 DPR 263, 280 (1999); T. Jac, Inc. v. Caguas 
Centrum Limited, 148 DPR 70, 80 (1999). 
4 PRTC. v. Junta Reglamentadora de Telecomunicaciones, 151 DPR 269, 281 

(2000); Mun. de San Juan v. JCA, supra. 
5 3 LPRA § 2175 
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absoluta de las conclusiones de derecho.6 Para cumplir cabalmente 

con nuestra obligación y deber de revisión judicial, las agencias 

deben de emitir órdenes o resoluciones con expresiones claras 

sobre los hechos presentados ante sí. Sus determinaciones deben 

incluir los hechos probados de tal manera “que pongan en 

conocimiento a las partes y al tribunal de los fundamentos que 

propician tal decisión”.7 Es decir “viene obligada a emitir su 

determinación fundamentada… [con] conclusiones … lo 

suficientemente definidas como para poner a los tribunales en 

posición de determinar si los hechos, tal y como los encontró 

probados [por la agencia], ofrecen una base razonable para tal 

resolución”.8 “[B]ajo ningún concepto nuestra función revisora 

tiene el alcance de obligarnos a escudriñar en el expediente 

administrativo para dar con las bases decisorias que utilizó la 

agencia”.9   

Por lo tanto, “es vital que las agencias expresen claramente 

sus determinaciones de hechos y las razones para su dictamen, 

incluyendo los hechos básicos de los cuales, a través de un 

proceso de razonamiento e inferencia, se derivan aquéllos. La 

expresión de los fundamentos de una decisión no puede ser pro 

forma, y debe reflejar que la agencia ha cumplido con su obligación 

de evaluar y resolver los conflictos de prueba del caso ante su 

consideración”.10 En resumen, “no bastan un expediente de la 

prueba y una simple decisión”.11 La agencia es quien tiene el 

ineludible deber de colocar al tribunal “en posición de poder 

evaluar su determinación”.12 

                                                 
6 D. Fernández Quiñones, Derecho Administrativo y Ley de Procedimiento 
Administrativo Uniforme, 2da ed., Bogotá, Forum, 2001, pág. 534, § 9.3; Batista, 
Nobbe v. JTA. Directores, 185 DPR. 206, 217 (2012). 
7 Mun. de San Juan v. JCA., supra, pág. 282 (1999). 
8 Íd pág. 286.  
9 Colón Cortés v. Pesquera, 150 DPR 724, 760 (2000). 
10 Torres v. Junta de Ingenieros, 161 DPR 696, 708 (2004) 
11 Mun. de San Juan v. JCA., supra, pág. 283. 
12 Mun. de San Juan v. JCA., Id. 
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III. 

Del expediente se desprende que el 21 de mayo de 2016, la 

Policía de Puerto Rico le notificó al señor Colón Pizarro su decisión. 

Ciertamente, las determinaciones hechos que surgen del 

expediente administrativo no son claras sobre los hechos 

presentados ante sí. Sus determinaciones no incluyen hechos 

probados que pongan en conocimiento a las partes y a este 

Tribunal de los fundamentos que propician tal decisión.  Es decir 

una determinación fundamentada, con conclusiones 

suficientemente definidas como para prohibir el expedir una 

licencia de armas, o de haberse expedido, exigir el que sea 

revocado. De manera que determinar si los hechos, tal y como los 

encontró probados [por la agencia], ofrezcan una base razonable 

para tal resolución. Concluimos, por lo tanto, que la omisión de la 

información incide en el derecho de la parte a ejercitar su derecho 

a acudir en revisión judicial de una determinación debidamente 

fundamentada por la agencia y nos impide realizar nuestra labor 

como corresponde. 

IV. 

De conformidad con lo expuesto dictamos Sentencia 

revocatoria de la Resolución impugnada y devolvemos el caso para 

que se emita una notificación adecuadamente fundamentada. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 
 
                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


